
1. Observaciones preliminares

La Organización Mundial contra la Tortura (OMCT) presentó datos sobre
la violencia contra las niñas en Turquía al Comité de Derechos del Niño
mientras que paralelamente publicaba el Informe global alternativo sobre
los derechos del niño en Turquía. Estas dos actuaciones forman parte del
Programa de violencia contra las mujeres de la Organización, que tiene
por objetivo integrar las necesidades específicas de las mujeres en el tra-
bajo de los órganos creados en virtud de tratados de derechos humanos.

Turquía ratificó la Convención sobre los Derechos del Niño el 9 de sep-
tiembre de 1994. Turquía es también Estado Parte en la Convención sobre
la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer.
Turquía firmó el Protocolo facultativo de la Convención sobre la elimina-
ción de todas las formas de discriminación contra la mujer el 8 de sep-
tiembre de 2000, pero aún no lo ha ratificado. El 15 de agosto de 2000
Turquía firmó el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y el
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, pero
ninguno de los dos ha sido aún ratificado.

En lo que respecta al ámbito regional, Turquía es parte del Convenio euro-
peo para la protección de los derechos humanos y de las libertades funda-
mentales y del Convenio europeo para la prevención de la tortura y de las
penas o tratos inhumanos o degradantes.

A pesar de que en todos estos compromisos internacionales de Turquía las
niñas están explícita o implícitamente protegidas de la violencia, ésta
sigue siendo frecuente, tanto causada por individuos cualesquiera como
funcionarios públicos. 

2. Observaciones generales

La Constitución turca establece la igualdad de hombres y mujeres ante la
ley en su artículo 10. Este artículo reza: «Todos los individuos son iguales
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ante la ley independientemente de su idioma, raza, color, sexo, opinión
política o filosófica, religión o secta, o cualquier otra consideración análo-
ga» [la negrita es nuestra]. Sin embargo, ninguna ley turca castiga la dis-
criminación por razón de sexo.

La Constitución protege a la familia, y en especial a la madre e hijos en su
artículo 41. El artículo dice así: «La familia es la base de la sociedad
turca. El Estado deberá tomar las medidas necesarias y establecer la orga-
nización adecuada para garantizar la paz y el bienestar de la familia, en
especial la protección de la madre y los niños, así como ofrecer educación
sexual y aplicar la planificación familiar». En lo que respecta a la educa-
ción, en su artículo 42 la Constitución establece: «La educación primaria
es obligatoria para los ciudadanos de ambos sexos y gratuita en las escue-
las estatales».

Sin embargo, la OMCT ha constatado que las niñas siguen estando discri-
minadas en la legislación turca. El artículo 11 del Código Civil establece
que la edad mínima para casarse es 18 años; no obstante, con el consenti-
miento paterno los muchachos pueden casarse a los 17 y las muchachas a
los 15. Además, el artículo 88 de este mismo código establece que, «en
circunstancias excepcionales», un muchacho de 15 años podrá contraer
matrimonio con una muchacha de 14 si un juez considera que existen
«motivos graves» que lo justifiquen. Estas disposiciones del Código Civil
relativas a la edad mínima para casarse son claramente contrarias al artí-
culo 2 de la Convención sobre los Derechos del Niño y al artículo 16 de la
Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación
contra la mujer, y hacen a las muchachas vulnerables a la violencia.

Cabe recordar que al casarse a edades tan tempranas, las chicas se quedan
embarazadas demasiado jóvenes. El embarazo a principios o mediados de
la adolescencia, antes de que las muchachas estén biológica y psicológica-
mente preparadas, comporta dificultades tanto para la madre como para el
niño. Por ejemplo, los niños pueden nacer prematuros, bajos de peso, o
ser pequeños para el periodo de gestación en que se encuentran.1

El matrimonio temprano también reduce las posibilidades de las chicas
para estudiar y trabajar, y en consecuencia la participación económica de
las mujeres que se casan pronto es mucho menor que la de las demás. A
pesar de los esfuerzos realizados por el gobierno turco para que las
muchachas sigan estudiando después de los 8 años de escuela obligatorios
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desde 1998, en las zonas rurales tradicionalmente las familias potencian
más la educación de los niños que la de las niñas. El índice de alfabetiza-
ción de las niñas es mucho menor que el de los niños y a menudo las
niñas no terminan la escuela primaria.2

3. Crímenes «en nombre del honor»

Algunas de las más graves violaciones de derechos humanos que sufren
las mujeres en Turquía son los llamados «crímenes en nombre del honor»,
que son especialmente frecuentes en las regiones del Este y el Sudeste de
Turquía.3 Allí es tradición matar a la mujer o a la niña que se sale del
papel social establecido, especialmente en lo referente a su sexualidad o
interacción con hombres que no son de la familia.

En Turquía la expresión «honor familiar» forma parte de todo un código
de comportamiento social que se impone a las mujeres y niñas para man-
tenerlas en una posición inferior. El sistema social basado en este código
acepta el asesinato de mujeres y niñas en nombre del «honor familiar».
Igualmente, forman parte del código social las pruebas de virginidad y los
matrimonios forzados. Diversas normas consideran explícitamente que la
virginidad de la víctima es un elemento fundamental del crimen. El siste-
ma considera que el «honor» de un hombre se encuentra en el cuerpo de
su hermana, hija, madre o esposa.4 Las normas sociales alientan a las
familias a actuar en defensa de su «honor» y la legislación las protege si
lo hacen. El marido, padre o hermano que ha asesinado a la esposa, hija o
hermana para defender el «honor» de la familia o el suyo propio, queda
impune.

El Código Penal establece penas superiores para los asesinatos cometidos
en el seno de la familia. El artículo 449 de este código establece una pena
de prisión a perpetuidad para el asesinato de la esposa o esposo, hermano
o hermana, padres adoptivos, hijos adoptivos, madrastra o padrastro,
hijastro o hijastra, suegro o suegra, yerno o nuera; mientras que el 
artículo 448 castiga el asesinato de alguien que no sea un familiar con 24
a 30 años de cárcel. Estos dos artículos del código parecen estar en con-
cordancia con el artículo 41 de la Constitución turca, que dice así: «La
sociedad turca se asienta en la familia. El Estado tomará las medidas
necesarias para garantizar la paz y el bienestar de la familia y en especial
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la protección de la madre y los hijos. Ofrecerá también educación sexual
y planificación familiar efectiva a los ciudadanos».

Existe una contradicción entre la protección a la familia y las disposicio-
nes que reducen las penas aplicables a los crímenes de honor. A pesar de
que el código penal turco no recoge explícitamente la figura de la «defen-
sa del honor», diversas disposiciones legislativas contienen cláusulas ate-
nuantes a las que los autores de crímenes de honor se acogen para reducir
la condena.

En estos momentos se están revisando algunos artículos del Código Penal
y se espera que se modifiquen las disposiciones que permiten que los
autores de delitos contra las mujeres no sean juzgados, queden impunes o
reciban condenas reducidas por alegar que actuaban «en defensa de su
honor».

Según informaciones recibidas, el artículo 462 del actual Código Penal
turco será derogado por el nuevo código. Este artículo establece que el
autor de un delito [homicidio o malos tratos] contra la mujer, el marido,
una hermana o un hijo en que la víctima ha sido sorprendida realizando, o
sin lugar a dudas en tentativa de o habiendo consumado, acto de adulterio
o relación sexual ilícita; o contra cualquier otra persona sorprendida reali-
zando tales actos con los familiares mencionados; o contra ambos; recibi-
rá una octava parte de la condena prevista para tal delito y se le conmutará
la prisión firme por prisión.

Este artículo no incluye a los hermanos en la lista de víctimas permitidas,
pero sí los protege en caso de que asesinen a una de sus hermanas en
nombre del «honor familiar». Esto es muy importante, porque a menudo
son los hermanos menores los que cometen estos asesinatos ya que reci-
ben condenas inferiores por no haber alcanzado aún la edad de plena res-
ponsabilidad penal.

La OMCT acoge favorablemente la propuesta de derogar el artículo 462
del Código Pena, ya que la reducción de la condena a los implicados en
asesinatos a adúlteros representa un grave peligro para las mujeres. Sin
embargo, cabe destacar que en los juicios por «delitos de honor» se usan
más los artículos 49, 50 y 51 del Código penal que el 462.

El segundo párrafo del artículo 49 del Código penal establece que «no

Violencia contra la Mujer: 10 Informes/Año 2001



debe castigarse al culpable de actos realizados por necesidad imperiosa
con el objetivo de repeler un ataque contra la propia castidad o la de un
tercero». Este artículo convierte a la «castidad» en atributo defendible por
la fuerza.

El artículo 50 del Código penal establece que «aquel que en la realización
de un acto recogido en el artículo 49 fuera más allá de los límites estable-
cidos por la ley, la autoridad competente o la pura necesidad, será castiga-
do, en los casos en que el delito reciba la pena de muerte, con una pena de
prisión de no menos de ocho años o, en los casos en que reciba la cadena
perpetua, con una pena de prisión de seis a quince años. En los demás
casos, la condena debe reducirse de entre una sexta parte y la mitad; la
pena de prisión firme se conmutará por pena de prisión y la suspensión
permanente de cargo público debe conmutarse por una suspensión tempo-
ral».

El artículo 51 del Código penal establece que «aquel que cometa un delito
exaltado por la ira o bajo influencia de una profunda angustia causadas
por una provocación injusta, será castigado con una pena de cadena perpe-
tua en caso de que el delito reciba la pena de muerte y con una pena de
prisión firme de 24 años si la pena era de cadena perpetua. En los demás
casos, la pena será reducida a tres cuartos. En caso de que la provocación
fuera grave y conllevara peligro, la pena de muerte se substituirá por pena
de prisión firme de 24 años y la de cadena perpetua por pena de no menos
de 15 años de prisión firme. En los demás casos, el castigo se reducirá de
la mitad a los dos tercios».

Aunque este artículo no usa la palabra «honor», ha servido de atenuante
en juicios por delitos de honor en Turquía. La práctica judicial en las
regiones en que más se practican los «crímenes de honor» muestra una
aceptación implícita del concepto de «defensa del honor» y los jueces a
menudo consideran que la cultura y la tradición son atenuantes. Ya que en
general la sociedad acepta que el honor es un elemento muy importante de
la cultura turca, raramente se apelan las sentencias con reducción de con-
dena para los culpables de crímenes de honor.

A este respecto, es también fundamental mencionar el artículo 59 del
Código penal, que establece que, además de las causas atenuantes recogi-
das por la ley, el tribunal o el juez pueden considerar otros atenuantes, en
cuyo caso la pena de muerte se convertirá en cadena perpetua y ésta en

165

Turquía



166

encarcelamiento de 30 años. Cualquier otra pena podrá ser reducida hasta
en una sexta parte. Este artículo permite a los jueces conceder a su albe-
drío circunstancias atenuantes diferentes a las expresadas por la ley.

4. Prueba de virginidad

En Turquía la sexualidad de la mujer forma parte del honor familiar, algo
que se manifiesta en la práctica de pruebas de virginidad. Dado que se
considera que la reputación de la familia está íntimamente relacionada
con el comportamiento sexual de las mujeres de la familia, ésta considera
que es su derecho y su deber someter a las jóvenes a una prueba de 
virginidad. Otra cuestión problemática es el dinero que la familia del
novio debe entregar a la de la novia, y los matrimonios mediante interme-
diarios.5

A pesar de que en enero de 1999 el gobierno aprobó un decreto por el que
las pruebas de virginidad sólo se podían realizar con consentimiento judi-
cial y sólo debían utilizarse para obtener pruebas en la instrucción penal,
sigue siendo habitual que las familias sometan a las jóvenes a la prueba de
la virginidad por la fuerza. Según los datos recibidos, en muchos juicios
por «crímenes de honor», los forenses comprueban la virginidad de la víc-
tima. La prueba es tenida en cuenta durante el juicio y en la sentencia.
Según parece, incluso el Estado turco realiza pruebas de virginidad forzo-
sas. Los funcionarios del Estado someten a jóvenes y mujeres en deten-
ción o en la escuela a estas pruebas.6

Un problema íntimamente relacionado con la virginidad femenina y el
honor familiar es el alto índice de suicidio de las jóvenes turcas. Según
datos recibidos, el número de mujeres suicidas aumenta de manera espec-
tacular en ciudades del sudeste de Anatolia, especialmente en Batman. En
los ocho primeros meses del año 2000, el número de suicidios registrados
dobló la media nacional, con un 6,42 por mil. Cabe destacar que el 80,8%
de los suicidas eran mujeres, la mayoría de entre 13 y 24 años.

5. Violencia perpetrada por el Estado

Tras su visita a Turquía en noviembre de 1998, el relator especial de las
Naciones Unidas sobre la tortura informó de que, a pesar del esfuerzo del
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gobierno, en Turquía sigue practicándose la tortura a gran escala, siendo
especialmente preocupante el problema en la infancia.7 Las niñas corren
especial riesgo de ser sujetas a tortura sexual. Las formas de tortura prac-
ticadas a las niñas son las siguientes: se les aplican descargas eléctricas en
los genitales, se las obliga a estar de pie durante largos periodos de tiem-
po, a desnudarse y a permanecer desnudas ante los guardas, se las golpea
en genitales y pechos, se les echan chorros de agua a alta presión, y se
abusa sexualmente de ellas, incluso se las viola sexualmente o se amenaza
con hacerlo. Además, cuando las amenazan con violarlas, los policías se
burlan de las jóvenes diciéndoles que con la violación perderán la virgini-
dad y, por ello, el honor.

Estas torturas y malos tratos infligidos a las mujeres se dan dentro de un
contexto de uso extendido y sistemático de la tortura y otros tratos o penas
crueles, inhumanos o degradantes por parte de los cuerpos de seguridad
del Estado. Los sospechosos de delitos políticos, y especialmente de estar
relacionados con el PKK, y cualquiera que esté a disposición del Tribunal
de Seguridad del Estado, corren más riesgo de ser detenidos arbitraria-
mente, en aplicación de la Ley Antiterrorista, y consecuentemente de ser
sometido a tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradan-
tes.

Desde la segunda mitad de 1999, la violencia terrorista relacionada con el
PKK ha disminuido de un 90 por 100.8 Esto ha resultado en una disminu-
ción del número de detenciones políticas y de casos de tortura en el sudes-
te del país. Sin embargo, están aumentando los casos de tortura a los
llamados niños de la calle, generalmente acusados de robar, tras el aumen-
to de la inmigración procedente del sudeste a las grandes ciudades como
Ankara o Estambul.9

En las zonas kurdas han quedado impunes muchos casos de violación
sexual y otras formas de violencia sexual acontecida en detención a
manos de la policía local. Esto se debe, por una parte, a que el Estado pro-
tege a sus agentes y no investiga o castiga adecuadamente los actos de
violencia cometidos por estos. Por otra parte, es habitual que las mujeres
y niñas no denuncien la violación u otras formas de violencia sexual por
miedo y vergüenza. Debido a que en Turquía la sexualidad de la mujer
forma parte del honor familiar, el hecho de que una mujer no sea “casta” o
virgen puede ser considerado una carga para la familia y se la puede
abandonar, obligar a contraer matrimonio o incluso matar.
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En la población de Diyarbakir, Necla Akdeniz, de 14 años, fue violada
repetidas veces durante un periodo de unos meses por un policía local que
la amenazaba con una pistola, hasta que fue evidente que estaba embara-
zada y los parientes lo denunciaron. El policía fue detenido, pero puesto
en libertad poco después; mientras que la familia de la niña decidió que
ella debía morir. La policía hizo caso omiso de las peticiones de protec-
ción para la niña y finalmente fue asesinada en noviembre de 1999 por su
propio primo.10

Una niña de 10 años del pueblo de Eryol en la provincia de Diyarbakir
fue violada sexualmente en su domicilio por un policía local (S. Askan)
armado con una pistola cuando sus padres se hallaban ausentes. El policía
amenazó a la niña con matar a su familia si denunciaba la violación. Algo
después la niña rompió el silencio y le contó lo ocurrido a su padre. Este
se dirigió a la comisaria local, donde intentaron disuadirlo de que presen-
tara una denuncia. En consecuencia, tuvo que desplazarse a la ciudad de
Diyarbakir, donde pudo denunciar el caso ante las autoridades el 21 de
febrero de 1997. A pesar de que había testigos dispuestos a declarar en
contra del policía y que el informe del forense indicaba que el himen de la
víctima estaba rasgado, el fiscal decidió absolver al acusado por falta de
pruebas. Durante el juicio, el tribunal se negó a que la víctima fuera
sometida a un examen psicológico.11

Recomendaciones:

La OMCT recomendaría al gobierno de Turquía que:

• aboliera todas sus leyes discriminatorias, en especial el artículo 302
del Código Civil, y que modificara su legislación para que estableciera
la misma edad legal para ambos sexos ante el matrimonio

• para cumplir su deber de debida diligencia en la prevención, investiga-
ción y castigo de la violencia contra mujeres y niñas, en la erradica-
ción de los delitos en nombre del honor y de prácticas tales como las
pruebas de virginidad y los matrimonios forzados, aboliera todas las
leyes que consideran atenuante el que un delito se cometa en nombre
del honor; aplicara las leyes existentes que regulan la incitación 
al asesinato y la asistencia a cometerlo, así como la inducción al 
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suicidio. La OMCT urgiría al gobierno turco a modificar todos los
preceptos del código penal en que la virginidad de la víctima es un
elemento esencial del delito.

• prohibiera por ley las pruebas de virginidad, tanto de carácter público
como privado

• organizara programas de formación para concienciar de la gravedad de
los llamados «crímenes de honor». Esta formación debería llegar a
todos los ámbitos del sector público, incluidas las fuerzas de seguridad
y el personal judicial. La policía debería ser instruida para que no
devolviera a mujeres y niñas a sus familias cuando con ello se pone su
vida en peligro. Además, el gobierno de Turquía debería ofrecer refu-
gio y ayuda material a las niñas y mujeres víctimas de violencia, así
como asistencia legal gratuita o asequible.

• tomara todas las medidas necesarias para que los fiscales y jueces
investigaran las denuncias de tortura con la debida diligencia. Todo
funcionario público inculpado de tortura o malos tratos debería ser
suspendido de su cargo y, si fuera declarado culpable, la sentencia
debería ir acorde con la gravedad del delito.

• garantizara la formación de la policía y demás fuerzas de seguridad del
Estado, así como del personal judicial, de manera que contara con ins-
trumentos para prevenir, investigar, procesar y castigar las formas de
tortura aplicadas específicamente a las mujeres, entre las que se
encuentran la violación y todas las demás formas de violencia sexual.
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1. El Comité examinó el informe inicial de Turquía (CRC/C/51/Add.4),
recibido el 7 de julio de 1999, y la información adicional
(CRC/C/51/Add.8) en sus sesiones 701ª y 702ª (véase
CRC/C/SR.701-702), celebradas el 23 de mayo de 2001, y en su 721ª
sesión, celebrada el 8 de junio de 2001, aprobó las siguientes observa-
ciones finales. 

A. Introducción

2. El Comité acoge con satisfacción la presentación del informe inicial del
Estado Parte, que sigue las directrices establecidas para la presentación de
los informes, la presentación oportuna por escrito de las respuestas a su
lista de cuestiones (CRC/C/Q/TUR.1) y la facilitación de documentación
adicional. Toma nota con reconocimiento de la amplia y multisectorial
delegación enviada por el Estado Parte, lo que permitió al Comité contar
con una excelente evaluación de la situación de los derechos del niño en
el Estado Parte. 

B. Aspectos positivos

3. El Comité acoge con beneplácito el proceso que está llevando a cabo 
el Estado Parte para hacer que su legislación sea compatible con las 
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disposiciones y principios de la Convención. En particular, toma nota
de la preparación de un estudio para evaluar la conformidad de su
legislación con la Convención, así como de una “Lista para controlar
la aplicación de la Convención sobre los Derechos del Niño”, con el
fin de verificar hasta qué punto se han aplicado en Turquía las dispo-
siciones y los principios de la Convención. 

4. El Comité toma nota con satisfacción del establecimiento del Consejo
Superior y el Subcomité de Supervisión y Evaluación de los Derechos
del Niño, adjuntos a la Oficina del Primer Ministro, para coordinar la
planificación intersectorial en lo que respecta al niño. El Comité tam-
bién toma nota de que la Dirección General del Organismo de
Servicios Sociales y Protección de la Infancia (SHÇEK) coordina la
aplicación de la Convención dentro del país. 

5. El Comité se congratula de que la duración de la enseñanza obligato-
ria se haya prolongado hasta ocho años y toma nota del programa 
del Gobierno en el que se aborda la cuestión de la alta tasa de analfa-
betismo entre las niñas y las mujeres mediante la ejecución, en 
colaboración con el UNICEF, del Proyecto de Educación de las
Niñas. Asimismo, el Comité toma nota con interés del Proyecto de
Apoyo al Desarrollo de la Primera Infancia, cuyo objetivo consiste en
brindar preparación escolar, atención de la salud y alimentos a los
niños de 5 y 6 años que viven en zonas desfavorecidas de las grandes
ciudades. 

6. El Comité toma nota con satisfacción de que el Estado Parte ha ratifi-
cado el Convenio Nº 138 de la OIT sobre la edad mínima de admisión
al empleo, así como el Convenio Nº 182 de la OIT sobre la prohibi-
ción de las peores formas de trabajo infantil y la acción inmediata
para su eliminación. También toma nota de la firma por el Estado
Parte, en agosto de 1999, del Pacto Internacional de Derechos Civiles
y Políticos y del Pacto Internacional de Derechos Económicos,
Sociales y Culturales. 

7. El Comité toma nota con reconocimiento de que el Estado Parte
emprendió en 1999, en cooperación con diversos ministerios y con el
UNICEF, una campaña de promoción acerca de la Convención sobre
los Derechos del Niño, coordinada por la Dirección General del
Organismo de Servicios Sociales y Protección de la Infancia, para
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realzar los principios y disposiciones de la Convención. Toma nota
asimismo de la organización, en abril de 2000, del Congreso Nacional
de la Infancia, al que asistieron delegaciones de niños de 81 provin-
cias, de organizaciones de la sociedad civil y de los pertinentes orga-
nismos públicos y universidades. También toma nota de la
convocatoria, en noviembre de 2000, del Foro de la Infancia, con la
participación de niños, a fin de examinar los progresos realizados en
la aplicación de las conclusiones del Congreso Nacional de la Infancia
y evaluar las actividades realizadas en las provincias en favor de los
derechos del niño. 

8. El Comité reconoce los múltiples esfuerzos que, tras los dos terremo-
tos devastadores de 1999, ha realizado el Estado Parte para solucionar
las cuestiones que afectan a los niños merced a la creación de depen-
dencias de servicios sociales en favor de los niños y la prestación de
apoyo psicosocial a los alumnos de las escuelas de la región asolada
por los terremotos. 

9. El Comité toma nota con satisfacción de que el informe inicial del
Estado Parte fue elaborado por comités especiales integrados por
representantes de organismos públicos, organizaciones no guberna-
mentales y universidades, así como por representantes de organizacio-
nes internacionales. 

C. Factores y dificultades que obstaculizan la aplicación de la
Convención

10. El Comité toma nota con preocupación de que el Estado Parte tropie-
za con ciertas dificultades en cuanto a la aplicación de la Convención,
en particular debido a la persistencia de disparidades sociales y regio-
nales en el país y a los daños causados por los dos terremotos devasta-
dores que se produjeron el 17 de agosto y el 12 de noviembre de
1999. El Comité observa asimismo que la interpretación restrictiva
que el Estado Parte da a la definición de minoría impide a determina-
dos grupos el disfrute de los derechos humanos amparados por la
Convención. 
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D. Principales cuestiones que son motivo de preocupación y
recomendación

1. Medidas generales de aplicación 

Reservas 

11. El Comité toma nota con preocupación de las reservas formuladas a
los artículos 17, 29 y 30 de la Convención. Toma nota asimismo de
que, en algunos casos, en particular en lo que se refiere a la educación
y la libertad de expresión y al derecho al disfrute de su propia cultura
y el uso de su propia lengua, esas reservas pueden tener repercusiones
adversas en los niños pertenecientes a grupos étnicos que no están
reconocidos como minorías en virtud del Tratado de Lausana de
1923, en particular los niños de origen curdo. 

12. El Comité alienta al Estado Parte a que considere la posibilidad de
retirar sus reservas a los artículos 17, 29 y 30 de la Convención. 

Legislación 

13. El Comité observa que una parte de la legislación nacional es actual-
mente objeto de revisión, en particular el Derecho Civil, el Código
Penal y el Código de Enjuiciamiento Criminal. Con todo, expresa su
preocupación por el hecho de que importantes secciones de la legisla-
ción, como la “Ley antiterrorista” de 1991 y algunas disposiciones de
los tribunales de menores, aún no sean plenamente compatibles con
las disposiciones y los principios de la Convención. 

14. El Comité recomienda que el Estado Parte prosiga sus esfuerzos sobre
la reforma de la legislación con el fin de asegurar que la legislación
interna sea plenamente compatible con las disposiciones y los princi-
pios de la Convención y adopte las medidas necesarias para poner fin
a las disparidades entre la ley y la práctica, en particular por lo que se
refiere a la detención preventiva de niños. 

Coordinación 

15. El Comité, aun cuando reconoce los esfuerzos que ha realizado el
Estado Parte para mejorar la coordinación merced al establecimiento
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del Consejo Superior y el Subcomité de Supervisión y Evaluación de
los Derechos del Niño, toma nota de que la Dirección General del
Organismo de Servicios Sociales y Protección de la Infancia
(SHÇEK), que es el órgano de coordinación para la aplicación de la
Convención y la secretaría del Consejo Superior, no recibe recursos
financieros y humanos suficientes. Además, el Comité expresa su pre-
ocupación por el alto nivel de centralización en el proceso de adop-
ción de decisiones y por la coordinación insuficiente dentro de los
organismos oficiales, tanto en los planos nacional como local, y entre
los organismos oficiales y los sectores privado y voluntario. 

16. El Comité recomienda que el Estado Parte asigne recursos humanos y
financieros suficientes para fortalecer la coordinación y hacerla más
eficaz. Alienta asimismo al Estado Parte a que descentralice algunos
aspectos del proceso democrático de adopción de decisiones, en parti-
cular por lo que respecta a la salud y la educación, a fin de mejorar
asimismo la coordinación con las autoridades locales y los sectores
privado y voluntario, en especial en la región sudoriental del país. 

Asignación de recursos presupuestarios 

17. El Comité, aun cuando observa que han aumentado en los últimos
años las asignaciones presupuestarias en favor de los niños, en parti-
cular por lo que se refiere a los sectores de la educación y la salud, se
muestra no obstante preocupado por el hecho de que la reciente crisis
económica y las consiguientes políticas de ajuste estructural hayan
podido tener repercusiones desfavorables en tales asignaciones.
Además, aún no es posible prever en qué medida favorece ese aumen-
to de las asignaciones presupuestarias a los niños, en particular a los
grupos de niños más vulnerables. 

18. Habida cuenta de lo dispuesto en el artículo 4 de la Convención, el
Comité alienta al Estado Parte a que formule claramente sus priorida-
des con respecto a los derechos del niño, a fin de que se asignen
medios, hasta el máximo de los recursos de que se disponga para la
plena realización de los derechos enunciados en la Convención, en
particular los derechos económicos, sociales y culturales del niño, a
los gobiernos locales y a los niños que pertenecen a los grupos más
vulnerables de la sociedad. Asimismo, el Comité recomienda que el
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Estado Parte adopte las medidas necesarias para determinar el importe
y la proporción del presupuesto nacional y local que se dedica a la
infancia, incluso los recursos procedentes de programas internacio-
nales de ayuda, a fin de evaluar debidamente sus efectos sobre los
niños. 

Mecanismos de supervisión independientes 

19. El Comité expresa su preocupación ante la falta de un mecanismo
independiente, como la institución del Defensor del Pueblo o una
comisión para la infancia, que se encargue de supervisar los derechos
del niño y de registrar y tramitar las denuncias individuales presenta-
das por los niños acerca de las violaciones de los derechos que les
reconoce la Convención, y toma nota de las deliberaciones que se
están celebrando sobre el establecimiento de una Oficina del Defensor
del Pueblo para la Infancia. 

20. El Comité alienta al Estado Parte a que siga velando por el desarrollo
y establecimiento de un mecanismo independiente y eficaz, al que
puedan acceder fácilmente los niños, de conformidad con los
Principios de París, para vigilar la aplicación de la Convención, resol-
ver de forma expedita y respetuosa para el niño las denuncias presen-
tadas por los niños y establecer recursos para hacer frente a las
violaciones de los derechos que les corresponden en virtud de la
Convención. A este respecto, el Comité recomienda además que el
Estado Parte considere la posibilidad de solicitar asistencia técnica, en
particular del UNICEF y de la Oficina del Alto Comisionado para los
Derechos Humanos. 

Reunión y análisis de datos 

21. El Comité toma nota con reconocimiento de las medidas adoptadas
por el Estado Parte, como el establecimiento de la Red de
Información sobre la Infancia dentro del marco del Plan Maestro de
Operaciones del Gobierno de Turquía y el UNICEF para 1997-2000 y
su continuación en el período 2001-2005 como Proyecto de Red de
Información sobre el Niño y la Mujer. Con todo, el Comité expresa su
preocupación por la falta de una dependencia adjunta al Instituto
Oficial de Estadística (IOE) que se ocupe de la reunión sistemática de
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datos desglosados en todas las esferas abarcadas por la Convención y
en relación con todos los grupos de personas menores de 18 años. 

22. El Comité recomienda que el Estado Parte siga desarrollando un siste-
ma de reunión de datos y de indicadores que sea compatible con la
Convención y preste apoyo adicional a la Red de Información sobre la
Infancia. Este sistema deberá abarcar a todos los niños hasta la edad
de 18 años, haciendo especial hincapié en los niños particularmente
vulnerables, en particular los que son víctimas de abusos, abandono o
malos tratos, los niños con discapacidades, los niños pertenecientes a
minorías y diversos grupos étnicos, los niños internamente desplaza-
dos, los niños que contravienen la ley, los niños solicitantes de asilo,
los niños que trabajan, los niños adoptados, y los niños que viven en
la calle y en zonas rurales. Alienta asimismo al Estado Parte a que uti-
lice esos indicadores y esos datos en la formulación de políticas y pro-
gramas para la aplicación efectiva de la Convención. 

Difusión de la Convención 

23. Aún cuando toma nota de las diversas iniciativas adoptadas por el
Estado Parte para difundir la Convención dentro del país, al Comité le
preocupa no obstante que los principios y disposiciones de la
Convención no se hayan difundido todavía entre todos los sectores de
la sociedad, en particular en las zonas rurales. 

24. El Comité recomienda que el Estado Parte promueva el conocimiento
de la Convención a todos los niveles, incluidas las autoridades admi-
nistrativas y la sociedad civil, y en especial las organizaciones no
gubernamentales y el sector privado, y elabore métodos más creativos
para difundir la Convención, incluso mediante ayudas audiovisuales
tales como libros ilustrados y carteles, en particular en el plano local.
El Comité recomienda asimismo una formación adecuada y sistemáti-
ca y/o una sensibilización de los grupos profesionales que trabajan
con niños y para ellos, como los jueces, los abogados, el personal
encargado de hacer cumplir la ley, los enseñantes, los directores de
escuela y el personal del sector de la salud. Se alienta al Estado Parte
a que incorpore plenamente la Convención en los planes de estudio a
todos los niveles del sistema de enseñanza. 
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2. Definición del niño 

25. El Comité se muestra preocupado por la disparidad entre la edad
mínima de los jóvenes y las jóvenes para contraer matrimonio (17 y
15 años, respectivamente), y observa que en el proyecto de Código
Civil la mayoría de edad para contraer matrimonio se ha fijado en 17
años tanto para los jóvenes como para las jóvenes. Además, el Comité
toma nota con preocupación de que no existe una edad mínima preci-
sa para la admisión al empleo, lo que podría estar en contradicción
con la edad establecida para la terminación de la enseñanza obligato-
ria, que se fija en 15 años. 

26. Habida cuenta de lo dispuesto en los artículos 1 y 2 de la Convención
y en sus disposiciones conexas, el Comité alienta al Estado Parte a
proseguir sus esfuerzos para revisar su legislación y lograr que la
edad para contraer matrimonio sea la misma en el caso de los jóvenes
y las jóvenes, a fin de que esa legislación esté plenamente en conso-
nancia con las disposiciones y los principios de la Convención. El
Comité recomienda asimismo que el Estado Parte establezca la misma
edad para la terminación de la enseñanza obligatoria y la admisión al
empleo. 

3. Principios generales 

27. Al Comité le preocupa que los principios de la no discriminación
(artículo 2 de la Convención), el interés superior del niño (art. 3) y el
respeto de la opinión del niño (art. 12) no estén plenamente reflejados
en la legislación del Estado Parte, en sus decisiones administrativas y
judiciales o en sus políticas y programas que guarden relación con el
niño, tanto en el ámbito nacional como local. 

28. El Comité recomienda que los principios generales de la Convención,
en particular las disposiciones de sus artículos 2, 3 y 12, se incorporen
debidamente en toda la legislación pertinente relativa a los niños y se
apliquen en todas las decisiones políticas, judiciales y administrativas,
así como en los proyectos, programas y servicios que tienen repercu-
siones en todos los niños. Esos principios deben orientar la plani-
ficación y la formulación de la política a todos los niveles, así como
las medidas adoptadas por las instituciones de bienestar social y 
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atención de la salud, los tribunales de justicia y las autoridades admi-
nistrativas. 

No discriminación 

29. Al Comité le preocupa que el principio de no discriminación (artículo
2 de la Convención) no se aplique plenamente a los niños pertenecien-
tes a minorías no reconocidas por el Tratado de Lausana de 1923, en
particular los niños de origen curdo, los niños con discapacidades, los
niños nacidos fuera de matrimonio, las niñas, los niños refugiados y
solicitantes de asilo, los niños internamente desplazados, y los niños
que viven en las zonas rurales de la región sudoriental del país, en
particular por lo que respecta al acceso de esos niños a centros de
salud y de educación adecuados. 

30. El Comité recomienda que el Estado Parte adopte medidas apropiadas
para prevenir y combatir la discriminación. El Comité recomienda
asimismo que se proceda a la reunión de los pertinentes datos desglo-
sados a fin de ejercer la vigilancia sobre la discriminación contra
todos los niños, en particular los pertenecientes a los grupos vulnera-
bles mencionados supra, y elaborar estrategias globales para poner fin
a todas las formas de discriminación. 

El derecho a la vida 

31. El Comité está profundamente preocupado por la violación del dere-
cho a la vida, lo que se refleja en la práctica de los “homicidios por
motivos de honor” que prevalece, en particular, en las regiones orien-
tal y sudoriental del país y entre los nuevos inmigrantes a las ciuda-
des, según la cual los miembros inmediatos de la familia matan a las
mujeres sospechosas de no ser castas, y observa que tanto las víctimas
como los autores de tales delitos son con frecuencia menores de edad. 

32. Habida cuenta de lo dispuesto en el artículo 2 (no discriminación), el
artículo 3 (el interés superior del niño), el artículo 6 (el derecho a la
vida) y el artículo 19 (protección contra todas las formas de violencia)
de la Convención, y en consonancia con la resolución 2001/45 de la
Comisión de Derechos Humanos, las recomendaciones del Relator
Especial sobre las ejecuciones extrajudiciales, sumarias o arbitrarias
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(E/CN.4/2001/9, párrs. 38 a 41) y las observaciones finales del
Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer
(A/52/38/Rev.1, párrs. 179 y 195), el Comité recomienda encarecida-
mente que el Estado Parte revise rápidamente la legislación para abor-
dar de manera efectiva esos delitos y suprimir todas las disposiciones
que permiten la reducción de la sentencia cuando el delito se comete
por motivos de honor. El Comité recomienda asimismo la organiza-
ción y realización efectiva de una campaña de sensibilización y edu-
cación, en la que participen asimismo los líderes religiosos y
comunitarios, para combatir de manera eficaz las actitudes discrimi-
natorias y las tradiciones perjudiciales que afectan a las niñas, en par-
ticular en las regiones oriental y sudoriental del país, poniendo de
manifiesto que esas prácticas son social y moralmente inaceptables.
El Estado Parte también debe impartir formación especial y asignar
recursos al personal encargado de hacer cumplir la ley, a fin de prote-
ger de manera más eficaz a las niñas que corren el peligro de ser vícti-
mas del “homicidio por motivos de honor” y procesar de manera
eficaz a quienes cometen esos delitos. 

Respeto de las opiniones del niño 

33. Aun cuando toma nota de que se han adoptado diversas iniciativas
para una mejor participación del niño, como el Foro de la Infancia, al
Comité le preocupa no obstante el hecho de que esas prácticas y polí-
ticas generales no alienten la libertad de expresión del niño, y observa
que, de hecho, no suelen tenerse en cuenta las opiniones del niño,
incluso cuando la legislación lo contempla. 

34. Habida cuenta de los dispuesto en el artículo 12 de la Convención, el
Comité recomienda que el Estado Parte trate de desarrollar un criterio
y una política sistemáticos, con la participación de profesionales que
trabajan con los niños, en particular los enseñantes, los trabajadores
de los servicios sociales y los representantes de la sociedad civil,
incluidos los líderes comunitarios y las organizaciones no guberna-
mentales, a fin de sensibilizar al público respecto de los derechos par-
ticipativos del niño y fomentar el respeto a las opiniones del niño en
el ámbito de la familia, la escuela y la sociedad en general. El Comité
alienta asimismo al Estado Parte a que reconozca el derecho del niño
a que sus opiniones sean oídas y tenidas en cuenta en las decisiones
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que adopten las instituciones de bienestar social, los tribunales de jus-
ticia y las autoridades administrativas, incluso en el plano local. 

4. Derechos y libertades civiles 

Registro del nacimiento 

35. El Comité toma nota con preocupación de que en Turquía cerca del
25% de los niños menores de 5 años no están registrados y que esas
tasas son incluso superiores en las regiones oriental y sudoriental del
país, dado que los padres desconocen la importancia del registro del
nacimiento y/o no pueden acceder fácilmente a las oficinas de regis-
tro, en particular en las zonas rurales. 

36. El Comité recomienda que el Estado Parte haga tomar mayor concien-
cia a la población, especialmente mediante campañas de información
pública, de la importancia de la inmediata inscripción de los naci-
mientos y que mejore el sistema de inscripción a fin de que se extien-
da a todas las familias con niños, en particular en la región oriental. 

Libertad de expresión y de asociación 

37. El Comité toma nota con preocupación de que los menores de 18 años
no pueden adherirse a asociaciones, incluso sindicatos y organizacio-
nes no gubernamentales. El Comité también toma nota con gran preo-
cupación de que el artículo 13 del Código Civil turco de 1926
establece que los niños “no estarán facultados para ejercer derechos
civiles”, lo que contraviene lo dispuesto en la Convención, en especial
en sus artículos 12 a 17. 

38. Habida cuenta de lo dispuesto en los artículos 13 y 15 de la
Convención, el Comité recomienda que el Estado Parte vele por que
los niños puedan fundar asociaciones libremente, adherirse a ellas y
salir de ellas, y, en particular, que los jóvenes que han alcanzado la
mayoría de edad para acceder al empleo puedan fundar libremente
sindicatos, adherirse a ellos o salir de ellos. El Comité alienta asimis-
mo al Estado Parte a que considere la posibilidad de revisar su legisla-
ción a fin de garantizar a los niños sus derechos y libertades civiles de
acuerdo con la Convención. 
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El derecho a no ser sometido a tortura y otros tratos o penas cru-
eles, inhumanos o degradantes 

39. El Comité se muestra sumamente preocupado por las violaciones del
derecho del niño a no ser sometido a tortura u otros tratos o penas
crueles, inhumanos o degradantes, a que se hace referencia en varios
casos señalados de tortura y/o malos tratos infligidos a los niños, en
particular cuando éstos se encuentran en detención preventiva. El
Comité observa asimismo que se dan casos en que los niños son
sometidos a régimen de incomunicación cuando permanecen en
detención preventiva y que no se les permite la presencia de un aboga-
do, lo que podría ofrecer protección contra la tortura y los malos tra-
tos, y no son interrogados en presencia de un fiscal, según lo dispone
la ley. El Comité también toma nota con preocupación de que no
siempre se investigan debidamente los supuestos casos de tortura con-
tra los niños ni se castiga a los culpables, lo que crea un clima de
impunidad. 

40. Habida cuenta de lo dispuesto en el apartado a) del artículo 37 de la
Convención, y de acuerdo con las recomendaciones del Relator
Especial sobre la Tortura (véase E/CN.4/1999/61/Add.1), el Comité
recomienda encarecidamente que el Estado Parte aplique o, en su
caso, revise la legislación vigente a fin de impedir que se mantenga a
los niños en régimen de incomunicación y se investiguen de manera
efectiva los casos señalados de tortura y malos tratos de los niños. El
Comité recomienda asimismo que los presuntos culpables sean retira-
dos o suspendidos del servicio activo mientras sean investigados, y
destituidos si son declarados culpables. El Comité invita al Estado
Parte a proseguir la formación sistemática del personal encargado de
hacer cumplir la ley en lo referente a los derechos del niño. A tenor de
los dispuesto en el artículo 39, el Comité invita asimismo al Estado
Parte a que adopte todas las medidas apropiadas para velar por la
recuperación física y psicológica y la reintegración social de los niños
víctimas de la tortura y/o los malos tratos. 
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5. Entorno familiar y otro tipo de tutela 

Patria potestad 

41. Aun cuando considera como medida positiva el establecimiento en
fecha reciente de centros de consultas a las familias en varias ciuda-
des, al Comité sigue preocupándole el que no se preste una asistencia
adecuada a los padres y a los tutores en el desempeño de sus respon-
sabilidades relacionadas con la educación de los hijos, en particular
cuando el cabeza de familia es una mujer. 

42. El Comité alienta al Estado Parte a que adopte medidas eficaces para
mejorar la asistencia social a las familias, en particular mediante la
prestación de asesoramiento y la ejecución de programas centrados en
la comunidad, y aplique plenamente el programa de cooperación con
el UNICEF sobre el fomento de la capacidad de la familia, a fin de
reducir asimismo el número de niños internados en instituciones. 

Niños privados de un entorno familiar 

43. Al Comité le preocupa el elevado número de niños que viven en insti-
tuciones, la mitad de los cuales se encuentran internados allí a causa
de los problemas socioeconómicos que afectan a sus familias. El
Comité toma nota con preocupación de que esas instituciones se
encuentran, en algunos casos, en estado deplorable y necesitan perso-
nal competente y debidamente capacitado, por lo que acoge con reco-
nocimiento la reorganización de algunas de esas instituciones en
unidades familiares integradas por pequeños grupos de niños.
También toma nota de que no se ha desarrollado el sistema de hogares
de guarda y que la Ley sobre la adopción es demasiado restrictiva. 

44. El Comité recomienda que el Estado Parte revise el sistema de coloca-
ción de niños en instituciones y, habida cuenta de lo dispuesto en el
artículo 25 de la Convención, vele por que se examine periódicamente
la situación de los niños internados en instituciones. Asimismo, el
Comité recomienda que el Estado Parte asigne más recursos humanos
y financieros para mejorar la situación de los niños que viven en insti-
tuciones. Habida cuenta de lo dispuesto en el artículo 20 de la
Convención, el Comité alienta al Estado Parte a que promueva otros
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tipos de cuidados y siga mejorando la cantidad, calidad y eficiencia
de los hogares de guarda, en particular prestando suficiente apoyo
financiero. Además, habida cuenta de lo dispuesto en el artículo 21, el
Comité alienta al Estado Parte a que revise la Ley sobre adopciones
con miras a facilitar el proceso de adopción. 

Abuso y abandono de los niños 

45. El Comité expresa su preocupación por la falta de datos, medidas y
mecanismos adecuados y recursos para prevenir y combatir la violen-
cia doméstica, incluidos los abusos sexuales contra los niños y las
pruebas de virginidad conexas. El Comité toma nota de que las actitu-
des sociales hacia las mujeres y los niños hacen con frecuencia que no
se señalen esos casos y que, cuando se señalan, la policía no intervie-
ne invariablemente. El número limitado de servicios para los niños
víctimas de abusos también es motivo de preocupación. 

46. Habida cuenta de lo dispuesto en el artículo 19 de la Convención, el
Comité recomienda que el Estado Parte realice estudios sobre la vio-
lencia doméstica, los malos tratos y el abuso, incluido el abuso sexual,
a fin de comprender la dimensión, el alcance y la naturaleza de esas
prácticas, adoptar medidas y políticas adecuadas y contribuir a modi-
ficar las actitudes. El Comité recomienda asimismo que los casos de
violencia doméstica, malos tratos y abuso de los niños, incluido el
abuso sexual dentro de la familia, sean investigados debidamente
mediante procedimientos judiciales y de averiguación que tengan en
cuenta los intereses del niño, a fin de garantizar una mejor protección
a las víctimas, en particular la protección de su derecho a la intimi-
dad, y eliminar las pruebas de virginidad. También es preciso adoptar
medidas para prestar servicios de apoyo a los niños durante los proce-
dimientos judiciales y garantizar la recuperación física y psicológica y
la reintegración social de las víctimas de las violaciones, los abusos,
el abandono, los malos tratos y la violencia, de conformidad con lo
dispuesto en el artículo 39 de la Convención. 

Castigos corporales 

47. El Comité expresa su profunda preocupación por el hecho de que los
castigos físicos en el hogar sean cultural y legalmente aceptables y
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que sólo el “castigo excesivo” que ocasiona lesiones físicas esté
prohibido por el Código Penal. El Comité observa asimismo con pre-
ocupación que, no obstante estar prohibidos, los castigos corporales
se practican en las escuelas y otras instituciones. 

48. Habida cuenta de lo dispuesto en los artículos 3 y 19 y en el párrafo 2
del artículo 28 de la Convención, el Comité alienta al Estado Parte a
que elabore medidas para dar a conocer mejor los efectos perjudicia-
les de los castigos corporales y promueva otras formas de disciplina
en las familias cuya aplicación sea compatible con la dignidad del
niño y esté en consonancia con la Convención. El Comité recomienda
asimismo que se haga respetar efectivamente la prohibición de los
castigos corporales en las escuelas y otras instituciones. 

6. Servicios básicos de salud y bienestar 

Niños con discapacidades 

49. Aun cuando considera como un aspecto positivo el establecimiento de
la Administración de los Discapacitados en cuanto organismo de
coordinación de los servicios, así como la eliminación de algunos
obstáculos estructurales en los sectores de la educación, el empleo y
la rehabilitación, al Comité sigue preocupándole la elevada propor-
ción de niños con discapacidades que son internados en instituciones
y la escasez general de recursos y de personal especializado para esos
niños. 

50. El Comité recomienda que el Estado Parte adopte medidas que permi-
tan supervisar adecuadamente la situación en que se encuentran los
niños con discapacidades, a fin de evaluar efectivamente sus necesida-
des. El Comité recomienda asimismo que el Estado Parte destine los
recursos necesarios para los programas y servicios en favor de los
niños con discapacidades, en especial los que residen en zonas rura-
les, y elabore programas comunitarios para que los niños puedan per-
manecer en el hogar con sus familias. Habida cuenta de las Normas
Uniformes sobre la igualdad de oportunidades para las personas con
discapacidad (resolución 48/96 de la Asamblea General) y de las
recomendaciones aprobadas por el Comité el día de su debate general
sobre “Los derechos de los niños con discapacidades” (véase
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CRC/C/69), se recomienda asimismo que el Estado Parte impulse la
incorporación de esos niños en la sociedad y su integración en el sis-
tema de educación normal, en particular impartiendo formación espe-
cializada a los enseñantes y haciendo que las escuelas sean más
accesibles. 

Salud y servicios de salud 

51. Aún cuando toma nota con reconocimiento de que el Estado Parte ha
aprobado la Gestión Integrada de las Enfermedades de la Infancia
(GIEI) y establecido 35 nuevas direcciones provinciales del Servicio
Social en el año 2000, y que se han firmado los protocolos de coope-
ración entre los Servicios Sociales, los Organismos de Protección de
la Infancia y las organizaciones no gubernamentales con el fin de
mejorar los servicios prestados a los niños en el plano local, al
Comité le preocupa no obstante que la situación en materia de salud
materna, infantil y reproductiva siga siendo deficiente y que existan
grandes disparidades entre las distintas regiones geográficas y clases
socioeconómicas. El Comité observa en particular que las tasas de
mortalidad infantil y materna, así como las tasas de malnutrición, son
particularmente altas en las zonas rurales de la región sudoriental del
país y en las zonas urbanas pobres. El Comité también observa que el
programa de vacunación no abarca a todos los niños de Turquía y que
las tasas de vacunación son particularmente bajas en la región sudo-
riental del país. 

52. El Comité recomienda que el Estado Parte asigne recursos adecuados
y elabore políticas y programas generales para mejorar el estado de
salud de todos los niños sin discriminación alguna, en particular pres-
tando mayor atención a la atención primaria de la salud y descentrali-
zando el sistema de atención de la salud. Recomienda en particular
que, para prevenir la mortalidad y morbilidad infantil, se establezcan
servicios adecuados de atención de la salud antenatales y posnatales y
se organicen campañas para proporcionar a los padres los conoci-
mientos básicos en materia de salud y nutrición infantil, mostrar las
ventajas de la lactancia materna, la higiene y el saneamiento ambien-
tal y prevenir los accidentes. El Comité alienta al Estado Parte a que
recabe la cooperación internacional para la aplicación plena y efectiva
del programa de vacunación. 
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Salud de los adolescentes 

53. El Comité expresa su preocupación por las elevadas tasas de los
embarazos precoces, el creciente número de niños y jóvenes que con-
sumen tabaco y drogas, el aumento de los casos de enfermedades de
transmisión sexual, en particular la sífilis, y el creciente número de
casos del VIH/SIDA entre los jóvenes. Además, el Comité observa
que hay pocos programas y servicios en la esfera de la salud de los
adolescentes, incluida la salud mental, y en particular pocos progra-
mas de tratamiento y rehabilitación de los toxicómanos. Observa asi-
mismo que en las escuelas no hay suficientes programas de
prevención e información, especialmente en lo que concierne a la
salud reproductiva. 

54. El Comité recomienda que el Estado Parte redoble sus esfuerzos por
promover la salud de los adolescentes, incluida la salud mental, elabo-
rar políticas, en particular por lo que respecta a la salud reproductiva y
el uso indebido de estupefacientes, y fortalecer el programa educativo
escolar dedicado a la salud. El Comité propone asimismo que se lleve
a cabo un estudio amplio y multidisciplinario con el fin de compren-
der el alcance de los problemas de salud de los adolescentes, incluidas
las repercusiones negativas de las enfermedades de transmisión sexual
y del VIH/SIDA, a fin de formular políticas y programas adecuados.
Se recomienda asimismo que el Estado Parte adopte nuevas medidas,
en particular por lo que se refiere a la asignación de recursos humanos
y financieros adecuados, para evaluar la eficacia de los programas de
formación en materia de educación sanitaria, en particular en lo refe-
rente a la salud reproductiva, y establecer servicios de asesoramiento,
atención y rehabilitación respetuosos de los jóvenes, a los que éstos
puedan recurrir sin el consentimiento de los padres siempre que esté
en juego el interés superior del niño. 

7. Educación, esparcimiento y actividades culturales 

Educación 

55. El Comité toma nota con reocupación de las elevadas tasas de deser-
ción escolar entre las niñas a partir del tercer grado, especialmente en
las zonas rurales; el empeoramiento de la calidad de la enseñanza y
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los métodos didácticos insuficientemente participativos; la escasez de
personal calificado y una infraestructura insuficiente, sobre todo por
lo que respecta a las aulas, en particular en las grandes zonas metro-
politanas y en la región del sudeste. 

56. Habida cuenta de lo dispuesto en el párrafo 28 de la Convención, el
Comité recomienda que el Estado Parte adopte medidas apropiadas
para asegurar la asistencia normal a las escuelas y reducir las tasas de
deserción escolar, en particular por lo que respecta a las niñas. El
Comité alienta al Estado Parte a que prosiga sus esfuerzos para intro-
ducir la educación preescolar y adopte nuevas medidas para velar por
la matriculación de los niños en las escuelas secundarias. También
alienta al Estado Parte a que siga reforzando el programa de forma-
ción de enseñantes a fin de incrementar el número de maestros capa-
citados, mejorar la calidad de la enseñanza y orientar la educación
hacia el logro de los objetivos mencionados en el párrafo 1 del artícu-
lo 29 de la Convención y en la Observación general del Comité sobre
los objetivos de la educación. 

8. Medidas especiales de protección 

Niños refugiados 

57. El Comité toma nota con preocupación de que sólo se concede el
estatuto de refugiado a los solicitantes de asilo procedentes de los paí-
ses europeos, mientras que a los niños solicitantes de asilo de origen
no europeo, que representan la mayoría, sólo se les concede asilo con
carácter provisional, hasta que encuentren un tercer país, siendo así
que esos niños no siempre tienen acceso a la educación y el cuidado
de la salud. El Comité observa que el personal que se ocupa de los
niños refugiados y solicitantes de asilo carece de formación en lo
referente a las cuestiones relacionadas con los derechos del niño, en
particular en cuanto al trato que debe darse a los niños no acompaña-
dos y en los casos de reunificación de la familia, así como de los
niños procedentes de zonas afectadas por la guerra y que hayan podi-
do ser víctimas de experiencias traumáticas. 

58. El Comité alienta al Estado Parte a que considere la posibilidad de
retirar la limitación geográfica impuesta a la Convención sobre el
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Estatuto de los Refugiados de 1951 y su Protocolo de 1967, a fin de
conceder el estatuto de refugiado a los niños refugiados de origen no
europeo. El Comité recomienda asimismo que el Estado Parte propor-
cione formación adecuada a los funcionarios que se ocupan de los
niños refugiados y los solicitantes de asilo, en particular en lo referen-
te a los procedimientos que deben seguirse en las entrevistas y a la
manera de garantizar la reunificación familiar. Asimismo, de confor-
midad con las Directrices sobre la protección y atención de los niños
refugiados, el Comité recomienda que el Estado Parte vele por que se
haga todo lo posible para identificar a los niños que, tras su llegada al
Estado Parte, requieran apoyo especial y considere la posibilidad de
prestar asistencia psicológica adecuada a esos niños. El Comité reco-
mienda asimismo que el Estado Parte fortalezca las medidas para que
todos los niños refugiados y solicitantes de asilo tengan pleno acceso
a la educación. 

Niños desplazados en el interior del país 

59. El Comité expresa su preocupación por el gran número de niños des-
plazados en el interior de Turquía que en el decenio de 1990-2000 se
vieron obligados a abandonar sus hogares a causa del alto nivel de
violencia en la región sudoriental del país. Al Comité le preocupa asi-
mismo el hecho de que esos niños tengan un acceso limitado a la
vivienda, los servicios de salud y la educación. 

60. Conforme a los Principios Rectores de los desplazamientos internos
(E/CN.4/1998/53/Add.2), el Comité recomienda que el Estado Parte
vele por que los niños internamente desplazados y sus familias tengan
acceso a servicios de salud y educación apropiados y a una vivienda
adecuada. Además, el Comité invita al Estado Parte a que reúna infor-
mación y datos estadísticos para conocer las razones de los desplaza-
mientos internos de muchos niños y las necesidades que padecen, a
fin de elaborar políticas y programas adecuados. 

Explotación económica 

61. El Comité toma nota del número de protocolos que el Estado Parte ha
firmado con la OIT, en particular el relativo a la promoción de la 
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educación de los niños que trabajan. No obstante, el Comité expresa
su preocupación por el hecho de que no se establezca una edad míni-
ma precisa para los niños que trabajan y, a este respecto, toma nota
del establecimiento de una comisión, adscrita al Departamento de
Niños que Trabajan, del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social,
para elaborar un proyecto de ley “sobre la edad mínima para trabajar
y sobre medidas de protección para los niños que trabajan”, que abar-
cará a todos los niños que trabajan. No obstante, al Comité sigue pre-
ocupándole el gran número de niños que participan en actividades
laborales, en particular los niños que trabajan en el campo, los traba-
jadores domésticos, los niños que trabajan en pequeñas empresas y
los niños que trabajan en la calle, quienes, según parece, están menos
protegidos por la legislación. 

62. El Comité recomienda que el Estado Parte siga adoptando medidas
para prevenir y combatir todas las formas de explotación económica
de los niños, incluida la explotación sexual con fines comerciales. 

Niños que viven en la calle 

63. Aun cuando el Comité toma nota de que se han establecido, con la
participación de las organizaciones no gubernamentales, varios cen-
tros para prestar servicios de asesoramiento, formación y rehabilita-
ción a los niños que viven en la calle, expresa no obstante su
preocupación por el elevado número de tales niños y observa que la
ayuda prestada a esos niños suele provenir únicamente de las organi-
zaciones no gubernamentales. 

64. El Comité recomienda que el Estado Parte preste su apoyo a los
mecanismos existentes para facilitar a los niños que viven en la calle
alimentos, ropa, vivienda, atención de la salud y oportunidades de
educación adecuados, incluso la formación profesional y la enseñanza
de aspectos básicos de la vida, a fin de garantizar el pleno desarrollo
de esos niños. Además, el Estado Parte debe velar por que se esta-
blezcan servicios de rehabilitación para atender a los niños que han
sido víctimas de abusos físicos, sexuales y otros abusos graves, y para
protegerlos de la brutalidad policial, así como servicios de reconcilia-
ción con sus familias. 
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Justicia de menores 

65. El Comité considera como aspecto positivo la propuesta ampliación
de la competencia de los tribunales de menores para que examinen las
causas de los jóvenes de 15 a 18 años, así como el estudio emprendi-
do por el Ministerio de Justicia para armonizar la “ley sobre la forma-
ción, las obligaciones y el procedimiento de los tribunales de
menores” con las disposiciones de la Convención y el establecimiento
de dependencias para la protección de la infancia en el ámbito de las
Direcciones de Seguridad de cada provincia y subdistrito. Sin embar-
go, al Comité siguen preocupándole profundamente las graves discre-
pancias entre la legislación interna relativa a la justicia de menores y
los principios y disposiciones de la Convención. En particular, el
Comité observa con preocupación que la edad mínima legal de res-
ponsabilidad penal es de 11 años y que la Ley de tribunales de meno-
res abarca únicamente a los niños cuya edad está comprendida entre
11 y 14 años, mientras que los niños de 15 a 18 años están sujetos al
Código Penal. Además, el Comité toma nota asimismo con preocupa-
ción de que incluso los niños cuya edad está comprendida entre 11 y
14 años pueden no estar sujetos a la Ley de tribunales de menores si
son acusados de haber cometido un delito que compete a la jurisdic-
ción de los tribunales de seguridad del Estado o de los tribunales mili-
tares o si viven en zonas sometidas al estado de excepción. Suscita
profunda preocupación el que la detención no se utilice como medida
de último recurso y que se hayan señalado casos de niños a los que se
mantiene en régimen de incomunicación durante largos períodos. Al
Comité también le preocupa que sólo haya un número reducido de tri-
bunales de menores y que ninguno de ellos esté radicado en la parte
oriental del país. También se expresa preocupación por los largos
períodos de detención preventiva y las malas condiciones de encarce-
lamiento, así como por el hecho de que se organicen pocos programas
de educación, rehabilitación y reintegración durante el período de
detención. 

66. El Comité recomienda que el Estado Parte siga revisando sus leyes y
prácticas relativas al sistema de justicia de menores a fin de ajustarlas
plenamente a las disposiciones de la Convención, en particular a sus
artículos 37, 40 y 39, así como a otras normas internacionales perti-
nentes sobre la materia, como las Reglas Mínimas de las Naciones
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Unidas para la Administración de la Justicia de Menores (Reglas de
Beijing) y las Directrices de las Naciones Unidas para la prevención
de la delincuencia juvenil (Directrices de Riad), con miras a elevar 
la edad mínima de responsabilidad penal, hacer extensiva a todos los
niños hasta la edad de 18 años la protección garantizada por el
Tribunal de Justicia de Menores y aplicar efectivamente dicha ley
mediante el establecimiento de tribunales de menores en cada 
provincia. En particular, el Comité recuerda al Estado Parte que los
delincuentes juveniles han de ser juzgados sin demora, a fin de 
evitar los períodos de detención en régimen de incomunicación, 
que sólo debe recurrirse a la detención preventiva como medida de
último recurso y que esa detención ha de ser lo más breve posible y
no exceder en ningún caso el plazo prescrito por ley. Siempre que sea
posible, deberán utilizarse medidas alternativas a la detención preven-
tiva. 

67. En cuanto a los niños privados de libertad, el Comité recomienda que
el Estado Parte incorpore en sus leyes y prácticas las Reglas de las
Naciones Unidas para la Protección de los Menores Privados de
Libertad, en particular para garantizarles el acceso a procedimientos
efectivos de recurso que abarquen todos los aspectos del trato que se
les dispensa, y que adopte medidas de rehabilitación adecuadas para
promover la reinserción social de los niños que hayan pasado por el
sistema de justicia de menores. Por último, el Comité recomienda al
Estado Parte que, por conducto del Grupo de coordinación de las
Naciones Unidas sobre asistencia y asesoramiento técnicos en materia
de justicia de menores, recabe asistencia, en particular de la Oficina
del Alto Comisionado para los Derechos Humanos, el Centro de las
Naciones Unidas para la Prevención Internacional del Delito, la Red
Internacional de Justicia de Menores y el UNICEF. 

Protocolos Facultativos 

68. El Comité alienta al Estado Parte a que ratifique los Protocolos
Facultativos de la Convención sobre los Derechos del Niño relativos 
a la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de niños 
en la pornografía, y a la participación de niños en los conflictos arma-
dos. 
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9. Difusión de los documentos relativos al proceso de presentación
del informe 

69. Por último, el Comité recomienda que, habida cuenta de lo dispuesto
en el párrafo 6 del artículo 44 de la Convención, el informe inicial del
Estado Parte y sus respuestas presentadas por escrito reciban amplia
difusión entre el público en general, y que se considere la posibilidad
de publicar el informe, junto con las actas resumidas pertinentes y las
observaciones finales adoptadas al respecto por el Comité. Ese docu-
mento deberá recibir amplia difusión a fin de generar un debate y sen-
sibilizar al público respecto de la Convención y la aplicación y
supervisión de la misma dentro del Gobierno y el público en general,
incluidas las organizaciones no gubernamentales y los niños.
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